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Estudio de la realidad penal y penitenciaria: una visión desde las entidades sociales
Resultados principales y propuestas resumidas de la Red de Organizaciones Sociales del Entorno Penitenciario (ROSEP)
Ocupación penitenciaria y criminalidad en España
· En 1975 había 8.440 personas presas en España mientras que en 2015 hay 61.614 y proporcionalmente hemos pasado de 23 a 133 personas presas por cada 100.000 habitantes. Nuestro actual sistema penal democrático encarcela a casi 7 veces más ciudadanos y ciudadanas que el sistema totalitario franquista anterior. 
· Los datos evidencian que España es uno de los países con menor criminalidad de la Unión Europea (UE-15). Sin embargo, al comparar la tasa española con la europea podemos constatar que España tiene la tercera tasa penitenciaria más alta de la Europa
· El 76% de los delitos son contra el patrimonio: 3 de cada 4 delitos cometidos en España durante 2014 son delitos contra la propiedad.
· Los delitos violentos representan una parte muy inferior del total de delitos cometidos. La tasa española es la mitad de la tasa europea (UE-15) para este mismo tipo de delitos. Somos uno de los tres países con menor tasa de homicidios de Europa
· Al comparar la tasa española con la europea podemos constatar que España tiene la tercera tasa penitenciaria más alta de la Europa

· El incremento de la población penitenciaria en España desde 1987 no se basa el incremento de la criminalidad. Esta falta de correlación muestra una clara inconsistencia: siendo uno de los países de Europa occidental (UE-15) donde se comenten menos delitos, somos, sin embargo, el tercer país con mayor proporción de población penitenciaria. Según los datos mostrados, España tiene una importante sobrepoblación penitenciaria

· El análisis de los tiempos de condena nos apunta en la mismo sentido ya que nos sitúa muy por encima de la media europea: un 154% por encima del promedio europeo en 2010 (último año en el que hemos dispuesto de estos datos).
Reinserción social, endurecimiento de las penas

· En su artículo 25.2, la Constitución Española dice: “Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados […] tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad”. Sin embargo, la prisión permanente revisable del nuevo Código Penal atenta directamente contra el principio de reinserción y contra el principio de dignidad inherente a todas la personas. 
· En sus 20 años de historia el Código Penal ha sufrido más de 30 reformas, la mayoría de ellas han aumentado la duración de las penas, han extendido las conductas sancionables y han dificultado la aplicación de medidas alternativas reinsertadoras.
· El ritmo de una reforma por año durante los 20 años de vigencia del Código Penal indica que la regulación penal en nuestro país no se ha construido a partir de criterios contrastados ni de justificaciones técnicas, jurídicas o criminológicas.

· Este activismo regulador demuestra que el Código Penal se ha modificado “en caliente”, en base a criterios sensacionalistas y a necesidades electorales. El resultado de esto es un sistema penal más punitivo si cabe que el que existía antes de la Constitución de 1978 y un sistema penitenciario hipertrofiado.
· En 1996 el tiempo medio de estancia en prisión era de 9,7 meses, mientras que en 2010 alcanzó los 18 meses, muy por encima de la media europea. Las penas en la España constitucional son mucho más largas que en tiempos pre-democráticos y mucho más largas que en los países de nuestro entorno.
· Está demostrado que las personas que pasan el último periodo de su condena en régimen abierto y, posteriormente, en libertad condicional, tienden a reincidir menos que aquellas personas que son directamente excarceladas. Sin embargo, hemos pasado de un 25% de libertades condicionales en 1996 a un 16% en el año 2014.
· El presupuesto destinado en el conjunto de las comunidades autónomas a servicios sociales ha descendido de modo constante desde 2010 salvo el incremento experimentado en 2015.
· En este presupuesto es donde se recoge la dotación económica de los programas de prevención y de reinserción que pueden evitar las causas sociales de los ingresos en prisión y facilitar la integración social una vez cumplida la pena privativa de libertad. La disminución de presupuestaria disminuye las políticas sociales necesarias antes y después de la privación de libertad.
Delitos relacionados con el contexto social. La justicia no es igual para todos

· Un 60 % de las personas encarceladas en nuestro país lo están por delitos de mediana gravedad (hurtos, robos y tráfico de drogas).

· Los delitos más habituales (robo, hurto y tráfico de drogas) reciben por lo general penas privativas de libertad más elevadas que antes. Antes del Código Penal de 1995, la pena mínima para el hurto era de 1 mes, mientras que ahora es de 6 meses. Además, según el Código Penal anterior la pena mínima que se cumplía efectivamente era de 20 días, debido a la aplicación generalizada de la redención de penas por el trabajo. La pena mínima para el robo con fuerza era de 6 meses (pena efectiva de 4 meses), mientras que actualmente es de 1 año. La última reforma del Código Penal ha aumentado las agravantes para estos delitos. En muchos casos la pena mínima a cumplir será finalmente de 1 año para el hurto y de 2 para el robo con fuerza.
· Para que el hurto sea condenado con pena de prisión de hasta 18 meses el valor de lo sustraído ha de ser superior a 400 €, en cambio, para que defraudar a Hacienda sea considerado delito hace falta defraudar más de 120.000 €, y además si se paga la deuda, se retiran los cargos, algo que no sucede si el que roba un pantalón de una tienda lo devuelve.
· Otra gran parte de personas encarceladas en nuestro país lo está por delitos contra la salud pública, vinculados con situaciones de marginalidad y, en muchas ocasiones, de drogodependencia, de forma que el tráfico de drogas es una salida desesperada ante la marginación económica o una manera de costearse el consumo.
Salud

· La sanidad penitenciaria debe ser transferida al Sistema Nacional de Salud (o a su autonómico equivalente) de forma que no haya diferencias de atención médica entre una persona presa y una libre.

· Además deben ser excarceladas todas las personas enfermas graves con padecimientos incurables y dotar a la sociedad civil de recursos para atender a aquellas personas que no cuentan con familia de acogida. Debemos hacer especial referencia, además, a la salud mental. Cada vez más, las cárceles están llenas de personas con problemas de salud mental

· Por otro lado, un 65 % de la población penitenciaria tiene problemas de adicción  y entendemos que, siempre que fuera posible, las personas drogodependientes deberían ser destinadas a recursos extrapenitenciarios para su tratamiento (comunidades terapéuticas o tratamiento ambulatorio supervisado).

· “La población reclusa presenta una elevada tasa de patología mental. El 25,6% de los internos (uno de cada cuatro) tienen recogido uno o varios diagnósticos psiquiátricos en su historia clínica. Este porcentaje se eleva al 49,6% (uno de cada dos) si consideramos los antecedentes de abuso o dependencia a drogas”
.

· Existen estimaciones que sitúan la prevalencia de trastornos de salud mental en prisión entre 2  y 7 veces por encima de la población general.

· Los delitos cometidos por las personas con trastorno de salud mental son delitos de robo en 2 de cada 3 casos. Los delitos violentos son muy escasos.
Mujer

· España es el país europeo (UE15) con mayor proporción de mujeres en su población penitenciaria.

· En España se encarcela a más mujeres que en los países de nuestro entorno  y además sufren mayor dispersión de sus hogares y menor acceso a programas de tratamiento específicos, sin olvidar que muchas de ellas deben afrontar la crianza de sus hijos e hijas entre los muros de la prisión.
· El porcentaje de mujeres en prisión es mayor en España en un 52% al promedio europeo (UE-15) en 2015. Esto está directamente relacionado con las tipologías delictivas más castigadas en nuestro sistema penitenciario: delitos contra el patrimonio y contra la salud pública. El 74 % de las mujeres encarceladas cumplen condena por alguno de estos delitos de gravedad media (el porcentaje unificado para hombres y mujeres es del 60 %). En los países europeos de nuestro entorno la cárcel se reserva para conductas violentas de mayor gravedad. Si en nuestras prisiones sólo estuvieran aquellas mujeres que han cometido delitos violentos (homicidio y sus formas, lesiones, contra la libertad y contra la libertad sexual) tendríamos 556 presas en vez de 4106. De nuevo se constata que España criminaliza la pobreza, también la femenina.

Algunas propuestas

· La mejor manera de mejorar nuestro sistema penitenciario es reducir el número de personas encarceladas hasta niveles acordes con nuestra tasa de delincuencia.
· El uso de alternativas a la prisión, de carácter terapéutico, restaurativo y comunitario, puede contribuir al reestablecimiento de la paz social con menos costes humanos y económicos.

· Los delitos patrimoniales tienen un origen económico y debemos preguntarnos si no sería más eficiente y justo destinar recursos a reducir los elevados niveles de pobreza y desigualdad existentes en nuestra sociedad, en vez de encerrar a quien no tiene los recursos materiales suficientes para llevar una vida digna. Además muchos de estos delitos son cometidos por personas con problemas de drogodependencia, lo cual les lleva a delinquir para costearse el consumo. 

· La mayoría de las víctimas de delitos patrimoniales prefieren una compensación económica y moral, antes que ver a su infractor entre rejas.

· En otros países sólo una minoría de delincuentes patrimoniales acaban en prisión, la mayoría se deriva a mecanismos alternativos como la mediación, el tratamiento terapéutico o los trabajos en beneficio de la comunidad, que además de compensar a la víctima y a la sociedad, reducen su reincidencia al ayudarles a superar sus situaciones de adicción, exclusión y falta de oportunidades.

· Un 60 % de las personas encarceladas en nuestro país lo están por delitos de mediana gravedad (hurtos, robos y tráfico de drogas), respecto de los cuales no existe gran alarma social, y que serían más eficazmente gestionados mediante intervenciones no privativas de libertad.

· Proponemos que la libertad condicional vuelva a ser regulada como tal, y no como suspensión de condena. Además creemos que se ha de establecer como norma general la concesión a las 2/3 partes de condena, aumentar los supuestos para su concesión adelantada a la mitad, y establecer mecanismos penitenciarios efectivos para potenciar esta figura.

· La prisión debería responder a delitos extremadamente graves. Las alternativas a la prisión deberían ser la norma, y la prisión la excepción. Así lo dicen las Reglas Penitenciarias Europeas y las Recomendaciones del Consejo de Europa.

· Las sanciones alternativas a la prisión deben convertirse en la respuesta habitual frente al delito y, la prisión, convertirse en excepción. Estas sanciones alternativas respetan la libertad de los penados al tiempo que mejoran logran más eficazmente los fines preventivos y reinsertadores del derecho penal.
· Es necesario ampliar el abanico de penas alternativas disponibles y establecer mecanismos legislativos que potencien su concesión, con normas específicas que señalen la preferencia de las medidas no privativas de libertad frente a la prisión.

· Desde hace años, la Unión Europea pide potenciar mecanismos extrajudiciales de resolución de conflictos, como la mediación, en el marco de la Justicia Restaurativa. No existe una regulación procesal que permita a la judicatura, fiscalía y abogacía derivar casos adecuadamente a la mediación y otras medidas de Justicia Restaurativa, de forma que no todos los conflictos tengan que conllevar una entrada en el sistema penal y una sentencia. Esta visión de la justicia se basa en la participación activa de la víctima y el infractor en la resolución del conflicto, y tiene como beneficios la reparación del daño moral o económico causado a la víctima y la responsabilización del infractor.

· El mecanismo más importante para la reinserción de las personas presas es el tercer grado, es decir, el cumplimiento en régimen abierto, haciendo una vida integrada en la comunidad. Sin embargo, sólo un 17% de las personas internas (Estadísticas de la Secretaría General de II PP y de la Generalitat de Catalunya) acceden a este grado.
· Es necesario potenciar la concesión de progresiones a tercer grado y de clasificaciones iniciales en este grado, pues es la respuesta más adecuada para determinados tipos de delitos que no suponen un riesgo para la sociedad. Además, las personas que acaban su condena en esta modalidad reinciden mucho menos.

� “ESTRATEGIA GLOBAL DE ACTUACIÓN EN SALUD MENTAL”, Ministerio del Interior, DG Instituciones Penitenciarias. Diciembre 2006.
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